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APUNTES SOBRE LA DISTRIBUCIÓN DE 
COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO FEDERAL, 

LAS PROVINCIAS, LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 
Y LOS MUNICIPIOS PARA LA REGULACIÓN  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS EN  
LA REPÚBLICA ARGENTINA

Pablo Esteban Perrino

Sumario
I. Introducción. II. Fundamentos constitucionales para la regulación federal de 
los servicios públicos. III. Examen en particular de algunos servicios públicos 
de regulación federal. IV. Articulación de las facultades locales ante los servicios 
públicos federales.

I. Introducción
Como corolario de la estructura federal del Estado argentino1, nuestro texto cons-

titucional reconoce la existencia de distintas esferas de competencias para la regulación 

1 Conforme lo dispone el art. 1º de la Const. Nac., la República Argentina es un estado fede-
ral, constituido por veintitrés provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En virtud 
de lo dispuesto en los arts. 5, 121, 122 y 123 de la Const. Nac., las provincias son entidades 
autónomas, con capacidad de dictarse su propia constitución, ejercer todas las facultades 
que no fueran delegadas por la Constitución al Gobierno Federal, de darse sus instituciones 
locales, regirse por ellas y de elegir a sus autoridades sin intervención de las autoridades 
nacionales. También la Ciudad de Buenos Aires es una entidad autónoma. Sin embargo, 
su autonomía es menor a la de las provincias, pero es mayor que la que se les reconoce a los 
municipios en el art. 123 de la Constitución Nacional. La reforma constitucional de 1994 

en el art. 129 que: a) tendrá un régimen de gobierno autónomo; b) con facultades propias 
de legislación y jurisdicción; c) su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo 
de la ciudad; d) una ley garantizará los intereses del Estado Nacional; y e) «el Congreso de 
la Nación convocará a los habitantes de la ciudad de Buenos Aires para que, mediante los 
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2. Determinar cuándo ello corresponde al 
Gobierno federal, provincial, al de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o a los muni-
cipios, si bien en teoría parece ser una cuestión de fácil respuesta, los hechos demuestran 
lo contrario. Tampoco resulta sencilla la forma en que deben articularse las facultades 
locales, en particular las impositivas y las de policía, cuando los servicios son regulados 
por el gobierno federal, ni cuando la situación es la inversa, esto es el ejercicio de los 
poderes federales cuando son regulados por los gobiernos locales.

Las facultades de las provincias para regular servicios públicos derivan, fundamen-
talmente, de lo dispuesto en los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional, según los 
cuales estas conservan todo el poder no delegado al Gobierno federal3 y tienen la ple-
nitud normativa correspondiente a su calidad de estado autónomo, que incluye la atri-
bución de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas4. También del art. 125 de 

5 con el Gobierno 
Nacional de promover «la construcción de ferrocarriles y canales navegables».

A su vez, la competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para la creación 
y reglamentación de los servicios públicos tiene sustento en el art. 129 de la Constitución 

representantes que elijan a ese efecto, dicten el estatuto organizativo de sus instituciones» 
(Sagüés, Derecho constitucional, t. 2, Astrea, Bs. As., 2017, p. 725).

2
política coexisten jurisdicciones territoriales con diferentes competencias que pueden entrar 
en disputas por potestades que consideran propias o para desentenderse de obligaciones 
concurrentes. En la República Argentina estas jurisdicciones son de cuatro tipos: el Estado 
Nacional, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los municipios» (Gelli, Ma-
ría Angélica, «Un eslabón más en la construcción autonómica de la Ciudad de Buenos Aires. 
en los encadenamientos de la pandemia», LL, 31/05/2021).

3 En numerosas ocasiones la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado que, los 

4
La carencia de precisión de nuestra carta magna de las materias que ingresan en la órbita 

Zavalía: «Cuando la Constitución de 1853 se dictó, la Nación como entidad política no 
existía; las provincias concurrieron como entidades aisladas, con su personería indiscutible, 
dispuestas a delegar una parte de su poder soberano para hacer posible la existencia de la 
Nación, para formar el acervo de atribuciones de que estaría investido el Estado general o 
poder central.. al formalizarse esta delegación, se cuidó de enumerar de una manera expresa 
y limitativa las facultades de que las provincias se despojaban, circunscribiendo de un modo 
intergiversable el poder de la Nación, cuya extensión venía así a estar prevista, mientras la 
extensión de las atribuciones de cada provincia debía quedar forzosamente ilimitada, sujeta 
a las necesidades que la evolución social determinara. Que ese fue el concepto que los hom-
bres de la organización, es cosa que no se discute» (Zavalía, Clodomiro, Derecho Federal, Bs. 
As., 1921, p. 12).

5 González Calderón, Juan A., Derecho constitucional argentino
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Nacional, introducido con la reforma efectuada en 1994 , el cual establece que la ciu-
dad «tendrá un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y 
jurisdicción».

Por su parte, a la Nación le corresponde regular los servicios públicos que expresa-
mente la Constitución le ha encomendado7, tal como ocurre respecto del correo (artículo 
75, inc. 14 de la Constitución Nacional)8, los de naturaleza interjurisdiccional (art. 75, 
inc. 13 de la Constitución Nacional) y aquellos que encuentran amparo en la denomi-
nada cláusula del progreso (artículo 75, inc. 18 de la Constitución Nacional), como es el 
caso de los ferrocarriles9.

Con sustento en dichas normas el alto tribunal de la Nación ha resuelto que

(…) las provincias y los municipios deben ejercer sus competencias sin alterar las 
condiciones materiales, económicas, jurídicas o de cualquier orden establecidas por la 

lo cual incluye las actividades realizadas directamente por las autoridades nacionales 
y otras que son llevadas a cabo por actores privados designados mediante el otorga-
miento de la correspondiente concesión o licencia. Este principio es de fundamental 
importancia en nuestra tradición pues es el que, desde los albores de la organización 
nacional, ha permitido el desenvolvimiento sostenido en el tiempo de los cometidos 
que la Constitución, en su artículo 75, pone a cargo del gobierno de la Nación para 
ser cumplidos en todo el territorio de la República. Por lo tanto, las diversas leyes del 
Congreso que regulan los servicios nacionales son las únicas que pueden establecer 
qué aspectos se encontrarán fuera del alcance de las jurisdicciones locales y cuáles 
no y son dichas leyes las únicas que pueden darle un contenido preciso al, principio 
de no interferencia de las autoridades provinciales y municipales en las atribuciones 
federales10.

 Cicero, Nidia Karina, Servicios Públicos y Federalismo, Eudeba, Bs. As., 2013, p. 23. El art. 
80 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece: «La Legislatura 
de la Ciudad: (…) 2. Legisla en materia: (…) h) De obras y servicios públicos, cementerios, 
transporte y tránsito». A su vez, en el inc. 23 del art. 104 se enuncia entre las atribuciones 
y facultades del Jefe de Gobierno «Ejecuta las obras y presta servicios públicos por gestión 
propia o a través de concesiones». Y en el inc. 2 del art. 128 se determina entre las compe-
tencias que ejercen en forma concurrente las Comunas con el Gobierno de la Ciudad «La 
decisión y ejecución de obras públicas, proyectos y planes de impacto local, la prestación de 
servicios públicos y el ejercicio del poder de policía en el ámbito de la comuna y que por ley 
se determine».

7 Pérez Hualde, Alejandro, «Competencia para la regulación de los servicios públicos», AA.
VV. Servicio público, policía y fomento, RAP, Bs. As., 2004, p. 287 y ss.

8

9 Se trata de una facultad concurrente con las provincias.
10
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Finalmente, en el esquema constitucional argentino también los municipios tienen 
facultades de regulación en esta materia en el marco de la autonomía que les reconoce 
expresamente el art. 123 de la Ley Fundamental11, incorporado por la reforma de 1994, 
y cuyo alcance y contenido está reservado a las constituciones provinciales12.

II. Fundamentos constitucionales para la regulación federal de los servi-
cios públicos
Si bien tradicionalmente se suele decir que las facultades de la Nación para regular 

servicios públicos son excepcionales13, ya que, por regla, son de índole local (arts. 121, 
122 y 123 de la Constitución Nacional)14

es más teórica que real, ya que en esta materia como en otras tantas y por diversas ra-
zones de índole política, económica o técnica, se ha producido un profundo proceso de 
absorción por el Gobierno Federal15.

11 Explica Ábalos: «El art. 123 fruto de la reforma constitucional de 1994, viene a completar al 
recordado art. 5, en relación con las condiciones que deben cumplir las Cartas provinciales 
para que el Gobierno Federal garantice a cada provincia el goce y ejercicio de sus institu-
ciones. Las constituciones provinciales deberán asegurar no solamente la administración de 
justicia, la educación primaria y el régimen municipal sino que además éste deberá poseer 

salvedad que le corresponderá a cada constitución de provincia reglar su alcance y conteni-
do. La Constitución Nacional solamente declara tal autonomía y enumera sus ámbitos ca-

conforme a su propia realidad municipal» (Ábalos, María Gabriela, «Facultades impositivas 

12 La Sup. Corte de la Prov. De Bs. As ha expresado: «… el régimen municipal depende de 
lo que establezca la Constitución de cada provincia y en su caso, de las leyes orgánicas que 
dicten las legislaturas provinciales. Las destinatarias originales de todos los poderes y compe-
tencias eran las provincias. Los Municipios en consecuencia son fracciones internas, urbanas 
dentro de las provincias a quien éstas reconocen autonomía, pero esta autonomía siempre 
debe admitir como primer limite el poder provincial. No es concebible un municipio sino 
como referencia a una provincia», como así también, que «Los poderes de los municipios se 
encuentran sometidos al poder constituyente provincial, se trata de una autonomía relativa o 
de segundo grado» (causa., I. 1305 «Municipalidad de La Plata s/ inconstitucionalidad dec. 

13 Tratado de Derecho Administrativo, 3.ª ed., t. II, Abeledo-Perrot, Bs. As., 

14 Buteler, Alfonso, Derecho administrativo argentino
15 Al respecto explica Cicero: «Si bien la instalación de cada servicio público responde a un 

desarrollo histórico particular y en muchos casos ellos nacieron siendo locales, puede sos-
tenerse como criterio general que los servicios públicos en la Argentina, en paralelo con el 
histórico fortalecimiento del Gobierno Federal, respondieron a un modelo según el cual el 
Estado Nacional tomó a su cargo la puesta en funcionamiento, administración y gestión de 



501

Apuntes sobre la distribución de competencias para la regulación de los servicios públicos – Perrino

Los fundamentos jurídicos utilizados para sustentar la regulación y prestación de 
servicios públicos por las autoridades nacionales radican, fundamentalmente, en las cláu-
sulas constitucionales del comercio interjurisdiccional (art. 75, inc. 13)  y de la prospe-
ridad o progreso (art. 75, inc. 18)17. Esta última disposición, a diferencia de la primera 
citada, asigna al Congreso una potestad normativa de naturaleza concurrente (art. 125 
de la Constitución Nacional), en tanto también puede ser ejercida por las provincias18.

También se ha invocado el art. 75, inc. 32 de la Constitución Nacional, que contem-
pla las facultades implícitas del poder legislativo19 y, con menor entidad, el inc. 30 del art. 
7520 que autoriza al Congreso a legislar en los establecimientos de utilidad nacional21.

gran cantidad de servicios púbicos que bien podrían haber sido creados por la provincias» 
(Cicero, Nidia Karina, Servicios Públicos y Federalismo, 

17

18 Como destaca Sagüés, la jurisprudencia de la Corte hace juzgar a menudo el art. 75, inc. 
18, con la cláusula comercial (art. 75, inc. 13) y, llegado el caso, también con las atribuciones 
federales en materia de moneda y bancos Sagüés, Néstor P., Elementos de derecho constitucional, 

19
las provincias retienen todo el poder que no han delegado en el gobierno nacional, lo cierto 
es que en la vida política argentina ha primado, desde el nacimiento mismo del sistema cons-
titucional, la aceptación de poderes residuales implícitos en la Constitución para el Congreso 
de la Nación. En otras palabras, el Congreso puede hacer todo lo demás que crea convenien-
te para cumplir con los objetivos nacionales.89 Es una cláusula exactamente contraria, en 
espíritu y en lenguaje, a la cláusula de los poderes residuales provinciales. Esos poderes implí-
citos del gobierno nacional han primado y han sido concretados en la aplicación secular de 
la Constitución, con una consecuente negación o limitación del principio de las facultades no 
delegadas por las Provincias. La conclusión interpretativa de la Constitución real es que las 
provincias sí han delegado expresamente tales poderes implícitos al estado nacional y poco 

1994» (Gordillo, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo y obras selectas, t. 1, cap. XV, FDA, 
Bs. As., 2013, p. 21).

20
nacionalidad «… tiene por objeto eliminar trabas al funcionamiento de los instrumentos 
mediante los cuales el gobierno federal cumple sus funciones en todo el territorio del país, 

y otros lugares donde prestan servicios organismos federales, como escuelas, universidades, 
puertos y aeropuertos nacionales, etcétera» (Bidegain, Carlos María, Curso de Derecho Consti-
tucional

21
Corte Suprema de Justicia de la Nación consideró establecimientos de utilidad nacional a los 
yacimientos de hidrocarburos líquidos y gaseosos. A su vez, en las sentencias registradas en 
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Sin lugar a duda, de todas las disposiciones constitucionales mencionadas, la que 

Federal de los servicios públicos, ha sido y es, la cláusula del comercio (art. 75, inc. 13), 

las provincias y con los Estados extranjeros22.
Concordes con esta disposición, el art. 75, inc. 10 atribuye al Congreso Nacional la 

competencia para reglamentar la libre navegabilidad de los ríos interiores, habilitar los 

provincias «expedir leyes sobre comercio o navegación interior o exterior».
Es interesante destacar que la actual redacción del art. 75, inc. 13 es más amplia que 

el texto originario23, puesto que se suprime la expresión «marítimo y terrestre», con lo 
cual no queda duda alguna –como ya lo había señalado la jurisprudencia– que ninguna 
clase de comercio interjurisdiccional está excluida de la competencia del Congreso24.

Dada la similitud del texto argentino con el art. 1, Sec. VIII, cláusula 3°, de la 
Constitución de los Estados Unidos25 desde muy temprano la Corte nacional utilizó los 
criterios hermenéuticos establecidos por su par norteamericana para interpretar nuestra 
cláusula constitucional, en especial el sentado en el famoso caso «Gibbons vs. Ogden» , 
en el cual se precisó: «comercio entre los estados es el que concierne a más de un estado» 
y no «el comercio exclusivamente interno de un estado, que tiene lugar entre dos per-
sonas en un mismo estado o entre diversas partes del mismo estado y que no extiende o 
afecta a otros estados».

Sobre esa base, el alto tribunal ha entendido que solo quedan fuera de la compe-
tencia del Gobierno Federal aquellas cuestiones vinculadas al comercio completamente 
interno de un Estado, esto es, aquellas que no afecten el comercio interestatal27.

Por otro lado, es importante advertir que la interpretación del término «comercio» 

comercio, usado por el inc. 13 del art. 75,
de efectos visibles y tangibles por todo el territorio de la Nación, la conducción de perso-
nas y las comunicaciones interprovinciales e internacionales28.

Desde esta perspectiva, se entiende que los servicios públicos nacionales interprovin-
ciales importan comercio interjurisdiccional.

22 Conf. Reiriz, María Graciela, «La jurisdicción nacional en el sector eléctrico», en la obra co-
lectiva Jornadas jurídicas sobre Servicio Público de Electricidad, publicada por el Ente Nacional Re-
gulador de la Electricidad, Bs. As., 1995, pp. 178-181 y Gordillo, t. 1, cap. XV, ob. cit., p. 19 y ss.

23

24 Gordillo, t. 1, cap. XV, ob. cit., p. 28.
25

 22 U.S. (9 Wheat.) 1 (1824).
27

28 Fallos: 154:104; 298:392; 305:297, entre otros.
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III. Examen en particular de algunos servicios públicos de regulación federal
Sobre la base de las disposiciones constitucionales citadas, pasaremos a examinar la 

situación que presentan algunos servicios públicos en particular.

1) Tecnología de la información y comunicaciones
La ley 27.078 declara «de interés público el desarrollo de las Tecnologías de la In-

formación y las Comunicaciones, las Telecomunicaciones, y sus recursos asociados» (art. 
1º) y determina que «estarán sujetas a la jurisdicción federal» (art. 4).

sido expresamente establecido en los arts. 329 y 530 de la antigua ley nacional de teleco-
municaciones N.º 19.79831 de 1972.

-
titucional, como es el art. 75 inc. 14, el cual, concorde con lo dispuesto en el art. 4 de 
la ley fundamental, determina que corresponde al Congreso «arreglar y establecer los 
correos generales de la Nación»32.

La naturaleza federal de la regulación de las comunicaciones interprovinciales ha 
sido invariablemente sostenida por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, en 
las cláusulas constitucionales antes referidas del comercio (art. 75 inc. 13) y del progreso 

29 El art. 3 establece: «Son de jurisdicción nacional: a: Los servicios de telecomunicaciones de 
propiedad de la Nación. b) Los servicios de telecomunicaciones que se presten en la capital 
federal y en el Territorio Nacional de la Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur. 
c) Los servicios de telecomunicaciones de una provincia interconectados con otra jurisdic-
ción o con un Estado extranjero. d) Los servicios de radiocomunicaciones de transmisión y/o 
recepción cualquiera fuera su alcance». Cabe señalar que según lo dispone el art. 89 de la ley 

que no se opongan a las previsiones de la presente ley».
30 El art. 5 declara sujeta a jurisdicción nacional la «recepción directa de telecomunicaciones 

recibidas desde satélites a la Tierra». Recuerda Cervio que «como excepción a la compe-

PEN autorizaría la conexión de líneas existentes o el establecimiento de otras nuevas entre 
la Capital y una provincia o entre dos o más provincias, y ejercitaría sobre su instalación, 
funcionamiento y tarifas para el servicio público el mismo control que disponía la ley 750 ½ 
para los telégrafos nacionales. Todo lo relativo a los servicios concedidos, a conceder o insta-
lados en el ámbito provincial quedaría sometido, en cuanto a la instalación, funcionamiento 
y tarifas para el servicio público, a la jurisdicción de las respectivas provincias. Luego esta ley 
fue derogada» (Cervio, Guillermo J. Derecho de las comunicaciones

31 -
pecto de aquellas disposiciones que no se opongan a las previsiones de la presente ley».

32 Cabe destacar que con la reforma de 1994 se le suprimió al texto antes incluido como inciso 
Cons-

titución de la Nación Argentina comentada, 2.ª ed., Zavalía, Bs. As., 1997, pp. 402-403).
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(art. 75 inc. 18) y en la que faculta al Congreso a reglar el sistema de postas y correos 
(art. 75 inc. 14)33.

Según lo ha señalado la Corte, en numerosas ocasiones la competencia del gobierno 
nacional sobre las comunicaciones telefónicas comprende a las empresas de ese mismo 
tipo en lo relativo a la prestación de servicios interprovinciales, como así también, con 

-
metido nacional de la empresa34. Ello es así, porque, como lo sostuvo primero el juez Julio 
Oyhanarte, en un conocido voto disidente35, y con posterioridad, el conjunto del máximo 
tribunal federal , «en nuestro derecho, no se concibe que un servicio público pueda estar 
sometido a un régimen bio o plurijurisdiccional. Todo servicio reconoce un titular, pero 
nada más que uno: el Estado o poder concedente»37.

Con sustento en ese criterio, el alto tribunal ha declarado la inconstitucionalidad de 
una ley provincial que había prohibido a una empresa que prestaba servicios telefónicos 
interprovinciales, aumentar su tarifa en el ámbito intraprovincial, pues tal normativa lo-
cal –al inmiscuirse en la materia tarifaria– trasuntaba el ejercicio de funciones regulato-
rias sobre el servicio telefónico interprovincial, la cuales están prohibidas por la cláusula 
del comercio38.

Por análogas razones, en otros pronunciamientos el alto tribunal sostuvo que eran 
constitucionalmente inválidas una ley de la Provincia de Río Negro que obligaba a las 

33
Gordillo «A pesar de que alguna carta sea emitida y tenga como destinatario alguien que se 
encuentra en el mismo territorio de una Provincia, no por ello la jurisdicción será provin-
cial: Es que una carta sirve a las comunicaciones y como tal es de necesaria trascendencia 
material e inmaterial más allá de una sola jurisdicción. Bien se advierte que la ratio juris 
constitucional es la misma que con la navegación de los ríos interiores, o con la prohibición 

(Gordillo, t. I, cap. XV, ob. cit., p. 33).
34

«luego de la conexión de un servicio telefónico local con una red nacional se hace difícil, sino 
imposible, admitir la subsistencia de una parte aislada con destino exclusivo al ámbito local».

35

37 Así la Corte Suprema de Justicia de la nación ha expresado: «que el vocablo “comercio” 
utilizado en el artículo 75, inciso 13, de la Constitución Nacional comprende “la transmi-
sión por telégrafo, teléfono u otro medio de ideas, órdenes y convenios” (Fallos: 154:104). 
En virtud de ello esta Corte ha decidido que “las comunicaciones telefónicas interestatales 
están sujetas a la jurisdicción nacional, pues (...) tienden a promover la prosperidad, adelanto 

-
plique la subsistencia de una parte aislada del servicio local, de modo que la reglamentación 

38 Fallos: 257: 159.
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empresas prestadoras del servicio telefónico a instalar medidores domiciliarios a costa de 
los usuarios reclamantes39 y una ley mendocina que ordenaba a la prestadora del servicio 
telefónico a adoptar las medidas técnicas y administrativas tendientes a la emisión de fac-
turas con discriminación de las llamadas realizadas, a solicitud y sin gasto para el usuario40.

2) Gas natural
En lo que concierne al gas natural es preciso distinguir el segmento de la producción, 

captación y tratamiento41 del de transporte y distribución. Respecto del primero tienen 
vital relevancia los arts. 75 inc. 12 y 124 de la Constitución Nacional. El de dichos pre-

42, 
materia que –según lo ha interpretado la Corte Suprema de Justicia de la Nación– com-
prende el marco jurídico de los hidrocarburos43. A su vez, la segunda previsión constitu-
cional citada, agregada en la reforma producida en 1994, establece que «corresponde a 
las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio»44. 
Si bien con la incorporación de esta norma se pretendió superar la antigua disputa que 
en el régimen federal argentino se planteaba entre el Estado Nacional y las provincias 
por el dominio de los recursos naturales en general, y los hidrocarburos en particular45, 

interpretativas que se han suscitado en relación al sentido y alcance de la locución dominio 
originario  allí empleada. Además, dicho precepto no precisa si el dominio referido abar-
ca o no la competencia regulatoria sobre esos mismos recursos.

39 Fallos: 321:1074.
40

41
gas natural, no tienen naturaleza de servicio público. «La producción de gas, al igual que la 
generación de energía eléctrica, es una actividad de interés general» (Ahumada, Horacio, 
«Lineamientos del régimen jurídico de la industria del gas», en Servicio público, policía y fomen-
to, AA.VV., Ediciones RAP, Bs. As., 2004, p. 277).

42 Art. 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. Ver: Perrino, Pablo Esteban y de la Riva, 
Ignacio, «El mercado del gas y su regulación en la Argentina», en Los mercados del gas y su 
regulación en Iberoamérica, Ferney Moreno Castillo y del Guayo Castilla Iñigo directores, Uni-
versidad Externado de Colombia, Bogotá, 2021, p. 28.

43

44 Art. 124, última parte, de la Constitución Nacional.
45 Sobre el tema ver: de la Riva, Ignacio M., «Dominio y jurisdicción sobre hidrocarburos en 

nuestro sistema federal: un auténtico rompecabezas para armar», en El Derecho Constitucional, 

 Ver las distintas opiniones expuestas, entre otros autores, por: Cassagne, Juan Carlos «Acerca 
de la noción de dominio público y las nuevas ideas sobre los usos especiales», JA, número 
especial sobre Dominio Público, 2010, p. 11; de Simone, Orlando, El dominio originario de los 
recursos naturales, La Ley, 1997-C, p. 1440; Prieto, Hugo, El dominio originario de los recursos na-
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Más allá de las diversas opiniones que se han dado al respecto, en general se entien-
de que la Constitución Nacional ha reconocido el dominio (originario) de los hidrocar-
buros a las provincias en cuyo territorio se encontraren, pero sin alterar la competencia 
originariamente atribuida al Gobierno federal para dictar el marco legal sustantivo que 
rige en la materia47. Así lo ha resuelto la Corte Suprema de la Nación en la causa «Che-
vron San Jorge S.R.L.» al sostener: «el artículo 124, , de la Constitución Nacional 
sólo reconoce a las provincias el dominio originario de los recursos naturales utilizados 
en su territorio mas no la jurisdicción sobre ellos»48.

Sin embargo, la potestad legislativa del legislador federal no impide el simultáneo 
reconocimiento de otras facultades de ordenación en cabeza de las autoridades provin-
ciales49. Sin lugar a duda, las más relevantes de estas facultades son las que hacen a la 
condición de autoridad de aplicación del régimen dentro del respectivo territorio pro-
vincial, correlato ineludible del reconocimiento del dominio originario dispuesto por la 
cláusula constitucional más arriba transcripta.

turales. La titularidad de las provincias y sus consecuencias en materia de hidrocarburos, La Ley, 2005-E, 
p. 11; de la Riva, Ignacio, «Dominio y jurisdicción sobre hidrocarburos en nuestro sistema 

-
buros del Estado subsidiario al Estado interventor», Revista Argentina de Derecho de la Energía, 
Hidrocarburos y Minería (RADEHM), N.° 2, agosto-octubre 2014, p. 22, nota 1.

47 La cuestión fue ampliamente debatida por la doctrina. Ver: Cassagne, Juan Carlos, «Acerca 
de la noción del dominio público y las nuevas ideas sobre los usos especiales», JA, número 
especial sobre Dominio Público, 2010, p. 11; de la Riva, Ignacio M., «Dominio y jurisdicción 
sobre hidrocarburos en nuestro sistema federal: un auténtico rompecabezas para armar», en 
El Derecho Constitucional
los recursos naturales», La Ley, 1997-C, p. 1440; Prieto, Hugo N., El dominio originario de los 
recursos naturales. La titularidad de las provincias y sus consecuencias en materia de hidrocarburos, La 
Ley, 2005-E, 1181, y del mismo autor, «Competencia provincial en materia de hidrocarbu-
ros y extinción de concesiones de explotación», en la Revista Argentina de Derecho de la Energía, 
Hidrocarburos y Minería (RADEHM), N.° 5, mayo-julio 2015, p. 95 y ss.; Sacristán, Estela B., 
«Dominio originario de los recursos naturales. La cuestión del dominio eminente», La Ley 
Suplemento Constitucional, octubre 2014, p. 152; Rebasa, Marcos, y Carbajales, Juan José, Los 
recursos naturales en la reforma del 94’: Aportes para una interpretación constitucional (El caso de los 
hidrocarburos), La Ley, 2011-C, pp. 1170-1173; Diana, Nicolás, «La competencia originaria 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y el régimen federal de hidrocarburos», en La 
Ley, 2012-E, p. 1173 y Palazzo, Eugenio Luis, «Los hidrocarburos en los equilibrios y en las 
tensiones entre la nación y las provincias», Revista Argentina de Derecho de la Energía, Hidrocar-
buros y Minería 

48

49 V. gr., la competencia de las provincias para dictar las normas que hacen a la protección del 
medio ambiente aplicables a la industria de los hidrocarburos, sin perjuicio de la atribución 
del legislador nacional para establecer los presupuestos mínimos que habrá de respetar la 
normativa local (cfr. el art. 41 de la Const. Nac.).
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De tal modo, como explica de la Riva50, el reparto de facultades entre la Nación y 
las provincias en materia regulatoria se estructura sobre las siguientes premisas básicas: 
(i) potestad del Congreso de la Nación de establecer el régimen sustantivo que regula la 
explotación de los recursos hidrocarburíferos51; (ii) potestades de las provincias (o de la 
Nación, cuando se trate de recursos del dominio nacional) para actuar como autoridad 
de aplicación de dicho régimen federal52; (iii) facultad del Poder Ejecutivo nacional para 

53; y (iv) facultades concurrentes de ambos niveles de 
gobierno en materia de policía54, fomento55, medio ambiente  y tributación57.

-
58 de enero 2007, de conformidad con 

lo previsto expresamente en el artículo 124 de la Constitución Nacional, establece que el 
dominio y administración de los recursos hidrocarburíferos pertenece a las provincias y 
a la Nación en los ámbitos territoriales que les corresponden. A su vez, la Ley 27.00759 

-
cación del régimen de hidrocarburos –naturalmente, en las materias vinculadas con esa 

política energética nacional de conformidad con lo dispuesto por el art. 3 de la Ley ge-
neral de hidrocarburos.

Por su parte, la competencia para la regulación de los segmentos del transporte y la 
distribución del gas natural corresponde al Gobierno Federal en virtud de lo dispuesto 
en el art. 75 inc. 13 de la Const. Nac.

-

públicos nacionales (art. 1º), cuya prestación debe ser realizada «por personas jurídicas 

50 de la Riva, Ignacio, «Poderes de regulación nacionales y provinciales bajo el nuevo régimen 
de hidrocarburos», Revista Argentina de Derecho de la Energía, Hidrocarburos y Minería (RADE-
HM), N.° 5, p. 35 y ss.

51 Art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.
52

27.007.
53

54 Art. 75, incisos 18 y 32; 121 y 125 de la Const. Nac.
55 Idem anterior.

 Art. 41 de la Const. Nac. y 23 de la Ley N.º 27.007.
57 Arts. 75, incisos 1° y 2°, de la Const. Nac. y 24 de la Ley N.º 27.007.
58 B.O. del 05/01/07.
59 B.O. 31/1014.
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de derecho privado a las que el Poder Ejecutivo Nacional haya habilitado mediante el 
otorgamiento de la correspondiente concesión, licencia o permiso…» (art. 4 ley cit.) .

A diferencia de lo que ocurre en el sector eléctrico, en el cual existen entes regulado-
res provinciales, en la industria del gas dicha tarea está concentrada en el ámbito nacio-
nal. En todo el país, es el Ente Regulador del Gas (ENARGAS) el único sujeto regulador 

Cabe destacar que, también es de competencia federal, la regulación de la industria 

3) Energía eléctrica
La generación, el transporte y la distribución de la energía eléctrica es una acti-

vidad  de regulación compartida entre la Nación, las Provincias e incluso, en algunos 
casos, por los municipios . En el sector eléctrico coexisten reguladores locales con un 
regulador federal .

(BAGSA), con el objeto de prestar el servicio público de distribución de gas natural por 
ductos y redes en sus diversas formas tales como gas natural a baja, media o alta presión 
(GNP), gas natural comprimido (GNC) o gas natural licuado (GNL), como así también la 
distribución y comercialización de gas licuado de petróleo (GLP) por redes y/o fraccionado, 
por cuenta propia, o de terceros, o asociada a terceros en el país.

 Cabe destacar que solo las actividades de transporte y distribución de la electricidad consti-
tuyen servicios públicos. La generación en cualquiera de sus modalidades destinada total o 
parcialmente a abastecer de energía un servicio público es considerada una actividad de inte-

 Ver: Reiriz, ob. cit., pp. 171-187; García Cueva, Mariano, «Alcances de la jurisdicción 
federal en materia eléctrica», en la obra colectiva Jornadas jurídicas sobre Servicio Público de 
Electricidad, publicada por el Ente Nacional Regulador de la Electricidad, Bs. As., 1995, 
pp. 135-151 y Bidart Campos, Germán, «Jurisdicción federal y jurisdicción provincial en 
materia electroenergética», ED 54-735, quien ha postulado la tesis del fraccionamiento de 
las etapas del proceso técnico de la electricidad. A juicio de este jurista «el servicio eléctrico 
local no escapa de la jurisdicción provincial por el solo hecho de la interconexión, salvo en 
los aspectos que hacen directamente a la interprovincialidad, que son de jurisdicción fede-
ral. La distribución provincial de energía y la atención del sistema eléctrico local no pueden 
considerarse inescindibles de la interconexión como para ser absorbidos por la jurisdicción 
federal o concentradas en un organismo federal que detente el monopolio del servicio eléc-
trico en todo el país» (p.742). También Bielsa en una nota a un fallo de la Corte Nacional 
–bajo el seudónimo de PRÓCULO– se expresó a favor de la tesis antes expuesta. Así ha 
dicho: «Si un servicio provincial, como es una red de teléfonos, o de tranvías o de suministro 
de energía eléctrica, que ha funcionado largos años bajo ese régimen y luego se une por una 
vía o un cable, al de otra provincia, no por eso la Nación puede destruir lo principal con el 
pretexto que se comunican servicios de dos provincias. Lo que entonces puede reglar la Na-
ción es exclusivamente esa conexión pero no las tarifas locales establecidas por el legislador 
provincial». Y Seguidamente señalaba: «En los ferrocarriles generales la solución es otra, y 



509

Apuntes sobre la distribución de competencias para la regulación de los servicios públicos – Perrino

El criterio para delimitar la competencia regulatoria no es para nada claro, por lo 

nacional. En ella, se sujeta a la competencia nacional la generación de la energía –cual-
quiera sea su fuente–, su transformación y transmisión cuando los servicios se vinculen 
con: a) la defensa nacional; b) el comercio de energía entre la Capital federal y una o más 
provincias o provincias entre sí; c) lugares sometidos a legislación exclusiva del congreso 
nacional; d) aprovechamiento hidroeléctricos o mareomotores que sea necesario inter-
conectar entre sí o con otros de la misma o distinta fuente para la racional y económica 
utilización de todos ellos; e) la Red Nacional de Interconexión; f) el comercio de energía 
con otra nación extranjera, y g) la generación de energía nuclear.

A su vez, en el art. 11, 4º párrafo, se determina que en cuanto a los sistemas eléc-
tricos provinciales  y a los servicios públicos de jurisdicción local «serán los gobiernos 
locales los que resolverán en todo lo referente al otorgamiento de las autorizaciones y 
concesiones y ejercerán las funciones de policía y demás atribuciones inherentes al Poder 
Jurisdiccional».

una actividad de carácter federal, provincial o municipal; (ii) el transporte de la electrici-
dad en alta tensión y el de distribución troncal, es de regulación federal ya que importa 
comercio interjurisdiccional ; (iii) la distribución de energía eléctrica, en principio, es de 

eso se explica, porque un ferrocarril nacional simplemente pasa por dos o más provincias o 
la Capital Federal y se comunica a éstas con las otras; pero este no es un servicio local, sino 
interprovincial por su naturaleza, origen y destino. Como se ve, la diferencia es fundamental. 
Si no fuese así la Nación sería como el rey Midas, que todo lo que tocaba lo convertía en oro, 
…» (Facultad de las provincias para organizar los servicios públicos locales, t. 123, La Ley, p. 431). 
Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia se ha expedido en forma contundente de manera 

del Dr. Julio Oyhanarte en Fallos: 250:154, expresó: «en nuestro derecho, no se concibe que 
un servicio público pueda estar sometido a un régimen jurídico bi o plurijurisdiccional. Todo 
servicio público reconoce un titular, pero nada más que uno: el Estado o poder concedente, 
que tan solo delega la prestación. El servicio, pues, se halla bajo la inspección y el control de 
ese Estado o poder concedente con exclusión de toda voluntad extraña... (Fallos: 183:429)».

 La división de tareas entre ambas jurisdicciones «no tiene que ver con la incidencia y co-
bertura de los servicios, sino que también obedece a la propiedad de las empresas reguladas 
antes de la privatización» (La regulación de la competencia y de los servicios públicos (Urbiztondo, 
Santiago, «El federalismo regulatorio», AA.VV. La regulación de la competencia y los servicios 
públicos. Teoría y experiencia argentina reciente, Fundación de Investigaciones Económicas Lati-

 La ley denomina «Sistemas Eléctricos Provinciales» a las centrales, líneas y redes de transmi-
sión de jurisdicción provincial (art. 35, inc. b).

 En reiteradas ocasiones la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado que «lo 
atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco regulatorio federal in-
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regulación local, con excepción de las concesiones otorgadas por el Estado Nacional  a 
las empresas EDENOR S.A. y EDESUR S.A. .

Las provincias tienen facultades de regulación sobre todo lo relativo al abastecimien-

usuarios, que al ser agentes del Mercado Eléctrico Mayorista (MEM) quedan alcanzados 

y 10 del Decreto 1398/92. También son competentes para reglar el proceso eléctrico que 
se inicia en sede local y cubre sus ulteriores etapas en dicho ámbito, incluyendo –como se 

, con excepción de los grandes usuarios.

4) Agua y desagües cloacales
La provisión de agua y desagües cloacales constituye un típico servicio de carácter 

local (provincial o municipal).

corporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del artículo 75, inciso 13 
de la Constitución Nacional», agregando que en esa inteligencia el Congreso dictó las leyes 

-
tas generales y la ordenación de la política energética. A juicio del tribunal, esas facultades 

la explotación de la energía que integra, en el llamado Sistema Argentino de Interconexión, 
los puntos de generación y consumo que puedan originarse en distintas jurisdicciones (Fallos: 

de la Provincia de Santiago del Estero v. Ente Nacional Regulador de la Electricidad» s/
resoluciones 535/97, 1108/97 [exp. 1232/95-3492/97] y otro, resuelta el 14/3/05, sostuvo 
que, aun cuando la totalidad del recorrido de una línea de alta tensión se desarrolle dentro 
del territorio de una misma provincia, debe sujetarse a la jurisdicción nacional, pues confor-
ma una interconexión que integra el Sistema Argentino de Interconexión y que, en cuanto 
tal, debe quedar sometida a la jurisdicción federal (LL TR LALEY AR/JUR/8527/2005).

Buenos Aires la jurisdicción sobre el servicio de distribución de energía eléctrica que pres-
ta en su territorio Empresa Distribuidora La Plata Sociedad Anónima («EDELAP») y el 
Contrato de Concesión del Servicio Público de Distribución y Comercialización de Energía 
Eléctrica celebrado entre el Estado Nacional y la EDELAP, aprobado por el Decreto N.º 

Federal e Ingresos Públicos, el Ministerio de Infraestructura de la Provincia de Buenos Aires 
y EDELAP el 18 de marzo de 2011. Cabe recordar que, por la ley 14.772, se declaró la 
jurisdicción nacional de los servicios públicos de electricidad prestados en la Capital Federal 
y en varios partidos de la Provincia de Buenos Aires y se estableció que su prestación estaría 
a cargo de SEGBA S.A. —organismo creado al efecto (artículos 3° y 4°) y se llevaría a cabo 
respetando los poderes locales en todo aquello que fuera compatible con la jurisdicción téc-
nica y económica que correspondía al Estado Nacional (artículo 5°).

 Reiriz, ob. cit., p. 185 y García Cueva, ob. cit., p. 141.
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Un supuesto particular es el que se presenta en la denominada área metropolitana 
de la Ciudad de Buenos Aires en la cual el servicio es de carácter regional y abarca más 
de un ámbito jurisdiccional. Dicha situación es el fruto de un acuerdo interjurisdiccional, 

Inversión Pública y Servicios; la Provincia de Buenos Aires; y el Gobierno de la Ciudad 

Fruto del mismo, en dicha área, la única autoridad que tiene a su cargo el control del 
cumplimiento de las obligaciones a cargo de la concesionaria del servicio público de pro-
visión de agua potable y colección de desagües cloacales es el Ente Regulador de Agua y 
Saneamiento (ERAS)  y el prestador es la empresa concesionaria Agua y Saneamientos 
Argentinos S.A. (AySA)70.

5) Servicio de transporte de pasajeros y cargas
En el transporte público, las facultades regulatorias están compartidas entre la Na-

ción, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los municipios.
El criterio para deslindar las jurisdicciones ha sido establecido por la ley añeja Ley 

71, cuyo art. 2 primer párrafo determina:

(…) la explotación de los servicios públicos de transporte automotor por cami-
nos, por toda persona o sociedad que se proponga efectuar mediante retribución el 
transporte de pasajeros, encomiendas o cargas por cuenta de terceros en o entre los 
territorios nacionales, o entre estos y las provincias, o entre ellas y la Capital Federal, 
deberá obtener previamente el permiso de la Comisión nacional de coordinación de 
transportes.

A su vez, en el art. 3 de la citada ley se dispone: «las provincias y municipalidades po-

puntos terminales estén situados dentro de su territorio, cualquiera sean los caminos que 
utilice, pero esas reglamentaciones no podrán afectar los transportes interprovinciales 
regidos por la presente ley y sus disposiciones reglamentarias»72.

Inversión Pública y Servicios, la Provincia de Buenos Aires y el Gobierno de la Ciudad Au-

70

Sanitarias de la Nación adheridos al Programa de Propiedad Participada en virtud del cual 
se incorporaron oportunamente como accionistas de la exconcesionaria Aguas Argentinas 

71 B.O. del 21/01/37.
72

la jurisdicción nacional al transporte por automotor de pasajeros por carretera de naturaleza 
interjurisdiccional, que se desarrolle entre: «a) Entre las Provincias y la Capital Federal; b) 
Entre Provincias; c) En los Puertos y aeropuertos nacionales, entre ellos, o entre cualquie-



512

Estudios Jurídicos en Homenaje al Profesor Dr. Augusto Durán Martínez

de cargas73.
La determinación de cuándo un servicio debe reputarse de carácter interjurisdiccio-

la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Así, en la causa «Empresa Gutiérrez S.R.L. 
c/Provincia de Catamarca»74, fallada por la Corte nacional el 9 de diciembre de 1993, 
con sustento en la cláusula del comercio, se declaró la inconstitucionalidad de disposicio-
nes provinciales que autorizaban a una empresa de autotransporte de pasajeros a prestar 
el servicio por caminos que, si bien tenían como terminales de su recorrido dos puntos de 
la misma provincia, debía pasar por territorio de otra provincia. El tribunal aclaró que, 
no obstaba a dicha conclusión la circunstancia de que el tránsito por la otra provincia se 
realizara sin ascenso y descenso de pasajeros, ya que esta condición neutra no excluye el 
caso de la regulación por la autoridad nacional.

normativo para el otorgamiento de permisos de explotación del servicio de transporte de 
pasajeros por automotor de carácter urbano y suburbano de jurisdicción nacional. Se en-

entre ésta y los partidos que conforman la Región Metropolitana de Buenos Aires, así como 
los interprovinciales de carácter urbano y suburbano en el resto del país» (art. 2). En el art. 
3 del citado cuerpo normativo se indica que se considera Región Metropolitana de Buenos 
Aires a la comprendida por «la Capital Federal y los siguientes partidos de la Provincia de 
Buenos Aires: Tigre, San Fernando, San Isidro, Vicente López, General San Martín, Ge-
neral Sarmiento, La Matanza, Morón, Merlo, 3 de Febrero, Esteban Echeverría, Lomas de 
Zamora, Lanús, Avellaneda, Almirante Brown, Quilmes, Florencio Varela, Berazategui, Zá-
rate, Campana, Escobar, Pilar, General Rodríguez, La Plata, Marcos Paz, Brandsen, San Vi-
cente, Berisso, Ensenada, Moreno, Cañuelas, Luján, General Las Heras, Mercedes, Lobos, 
Exaltación de la Cruz y aquellos que en el futuro deban ser incluidos como consecuencia del 
desarrollo urbano de la Región”.

73
automotor y a las actividades conexas con el servicio de transporte, desarrollado en el ámbito 
del Estado Nacional, que incluye:
a) El de carácter interjurisdiccional. Entendiéndose por tal:
1. El efectuado entre las provincias y con la Capital Federal;
2. El realizado en o entre puertos y aeropuertos nacionales, con una provincia o la Capital 
Federal.
b) El de carácter internacional, que comprende:
1. El realizado entre la República Argentina y otro país;
2. El efectuado entre otros países, en tránsito por éste.
Queda exceptuada la aplicación de aquella normativa cuyos aspectos estén regulados en 
Convenios Internacionales sobre la materia».

74
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-
rino S.A. c/Buenos Aires, provincia de s/sumario75», fallado por la Corte nacional el 25 
de setiembre de 2001. Allí reiteró que, «los poderes locales se encuentran facultados para 
reglar el transporte cuando éste se efectúa entre puntos internos de su territorio, pero no 
cuando el recorrido excede sus límites y se interna en otra provincia». También se recor-
dó: «El tránsito que se inicia en una provincia y concluye en otra no atribuye jurisdicción 
local a cada una de ellas; por el contrario, es la jurisdicción nacional la que alcanza a los 

nacional de la empresa, como se señaló en Fallos 257:159 (considerando 3º)». Y más 
adelante destacó: «… resulta indiferente que durante el recorrido de un transporte inter-
juridiccional, los pasajeros puedan ascender y descender dentro de la misma provincia, 
puesto que esa modalidad no enerva el carácter del servicio y la consiguiente imposibili-
dad de que sea regulado en forma independiente por cada una de las autoridades locales 
por cuyos territorios transita».

Bastante tiempo después, la mayoría  de la Corte, siguiendo un criterio dispar al 
sentado en las causas sentenciadas una década atrás, se pronunció en las causas «El Prác-
tico S.A. c/ Córdoba, Provincia de»77 y «Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional (Se-
cretaría de Transporte - Ministerio de la Producción)»78, ambas resueltas el 24 de mayo 
de 2011, y reconoció la existencia de facultades regulatorias de las provincias respecto 
de los tramos intrajurisdiccionales (paradas intermedias dentro de sus territorios) en su-
puestos de transporte interjurisdiccional. Para así decidir, sostuvo, con sustento en las 
disposiciones nacionales y provinciales que enmarcaban la cuestión controvertida, que

integra con la concurrencia expresa y previa de la voluntad de las jurisdicciones lo-
cales afectadas, al extremo que obliga a los permisionarios a presentar el instrumento 
que acredite la conformidad requerida y otorgada, en el que constarán una serie de 

-
ral receptado es que el transporte intrajurisdiccional excede el ámbito del transporte 
interjurisdiccional y, en consecuencia, su realización está sujeta a la conformidad ex-
presa de la provincia en cuyo territorio se pretende llevar a cabo, para lo cual se ha 
creado un procedimiento reglado.

Más adelante consideró que

75 Fallos: 324:3048.

Maqueda (también según su voto) y contó con la disidencia de los jueces Highton de Nolas-
co, Fayt y Argibay.

77

78 La Ley, 2012-A, 398, con nota de Carello, Luis Armando, «La Corte reivindica el retorno a 
un federalismo práctico».
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(…) los principios de naturaleza constitucional que informan el concepto de fe-

958/1992, al reconocer que cualquier decisión sobre transporte intrajurisdiccional no 
debe ser tomada sin la intervención necesaria de cada una de las provincias involu-
cradas, a cuyos efectos dispone un procedimiento cuyo cumplimiento se encuentra a 

IV. Articulación de las facultades locales ante los servicios públicos federales
Una cuestión que continuamente suscita controversias es la forma en que deben 

articularse las facultades locales, en especial las impositivas y las de policía, respecto de 
los servicios de regulación nacional79.

Es que la existencia de facultades de la Nación para la reglamentación de un servicio 

carezcan de las potestades de tributación o de policía sobre dichas actividades. En efecto, 
la competencia federal sobre una actividad interjurisdiccional, o en los que la Nación ha 
intervenido con arreglo a lo dispuesto en el art. 75 incisos 18, 30 o 32 del texto constitu-

a dicha materia de los poderes locales. Las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires y los municipios pueden válidamente ejercer sus facultades propias siempre y cuan-
do respeten los límites impuestos por el texto constitucional.

Ya en sus primeros fallos80 la Corte Suprema de Justicia de la Nación estableció dife-
rentes criterios para determinar cuándo una ley local afectada un instituto de regulación 
federal. Así entendió que ello ocurría: a) cuando la Constitución, en términos expresos, 
concede al Congreso Nacional un poder exclusivo; b) cuando el ejercicio de idénticos 
poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias; c) cuando existe una directa 
y absoluta incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas; y d) cuando la ley 

el Congreso81.
Este último criterio ha sido expresamente receptado con la reforma constitucional 

de 1994 en el art. 75 inc. 30 con relación a los establecimientos de utilidad nacional, 
-

79 Bien se ha dicho que, «aun cuando se deba buscar que el ejercicio de la autoridad nacional 
y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de 
acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y 

en los diversos órdenes jurídico en un Estado federal» (Vincenti, Rogelio W., Las potestades 
locales y el sistema nacional de aeropuertos, http://www.derecho.uba.ar/publicaciones/lye/revis-
tas/79/lecciones-y-ensayos-79-paginas-107-138.pdf, pp. 107-108).

80 Fallos: 3:131.
81
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cometidos de índole federal82. Pero, determinar cuándo ello ocurre es algo que no es 
fácil hacerlo apriorísticamente, sino que debe determinarse en cada caso en particular. 
Ejemplos de lo expresado son los pronunciamientos dictados por la Corte federal en los 
casos «Hidroeléctrica el Chocón c/Buenos Aires, Provincia de»83, fallado el 1 de julio de 
1997 y «Líneas de Transmisión del Litoral c/Prov. de Corrientes», sentenciado el 18 de 
noviembre de 199984 y «Telefónica Móviles Argentina S.A. - Telefónica Argentina S.A. 
c/ Municipalidad de Gral. Güemes», resuelto el 2 de julio de 201985.

En el primero de los pleitos se declaró la inconstitucionalidad de normas provincia-
les que establecían el cobro de un impuesto a quienes contrataban en el mercado eléctri-
co mayorista con generadores de electricidad que tenían su asiento afuera de la provincia 
de Buenos Aires, y eximían del cumplimiento de dicho tributo a los usuarios industriales 
y comerciales de dicha provincia abastecidos por las prestadoras con sede en el territorio 
provincial. La Corte, después de recordar que la materia correspondía a la jurisdicción 
federal, consideró que el régimen impositivo local actuaba como una verdadera barrera 
aduanera que entorpecía la libre circulación en detrimento de lo dispuesto en los arts. 9, 
10, y de la Ley Fundamental.

A su vez, en el segundo de los casos indicado se invalidaron dos leyes de la Provincia 
de Corrientes. Los hechos eran los siguientes: la provincia demandada había dictado dos 

línea de alta tensión a construirse que tenía la aprobación de la autoridad reguladora 
nacional competente. Además, se le imponía a la empresa que tenía a su cargo la obra la 

-
nimetría originariamente aprobada. El alto tribunal, después de reiterar que se trataba 
de una materia sometida a jurisdicción federal y que le correspondía a la provincia en 
forma concurrente con la Nación el ejercicio del poder de policía en materia ambiental, 

-
des que les corresponde a la Nación para la concreción de un servicio público nacional, 

82 Elementos de derecho constitucional, t. II, 3.ª ed., As-

los lugares transferidos por cualquier título al gobierno nacional o al provincial, las atribucio-
nes que no obstaculicen el cumplimiento de los objetivos de utilidad nacional o provincial». 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado que la teoría de la no interferencia 
procura evitar que las actividades económicas interjurisdiccionales puedan ser entorpecidas, 
complicadas o impedidas por el ejercicio del poder de policía local, lo cual conspiraría contra 
la unidad del sistema federal y su regular funcionamiento según ha sido concebido por el 

83 Fallos: 320:1302.
84

Marta, «El ejercicio del poder de policía ambiental en el marco del Servicio Público nacional 
de Electricidad. Su interpretación a la luz del art. 41 de la Constitución Nacional», p. 7 y ss.

85
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por lo que concluyó que mediaba una repugnancia efectiva entre los dos ordenamientos 
normativos y declaró la inconstitucionalidad de las leyes impugnadas.

Finalmente, en la tercera de las causas citadas la Corte declaró inconstitucional una 
ordenanza municipal que había ordenado la remoción de antenas de telefonía celular ya 
instaladas y altera por esa vía el diseño de la red de telefonía celular –con fundamento 
principal en la salud de la población– porque se entromete en un aspecto regulatorio de 

-
tintos medios o sistemas de telecomunicaciones, facultad que fue delegada por las provin-
cias a la Nación (artículo 75 incisos 13 y 18 de la Constitución Nacional). El alto tribunal 
sostuvo que cuando se encuentran involucrados servicios públicos nacionales, como en 
el caso, el servicio de telefonía móvil, las provincias y los municipios deben ejercer sus 
competencias sin alterar las condiciones materiales, económicas, jurídicas establecidas 
por la legislación nacional.

Otro ejemplo de limitación a las facultades locales se advierte en los casos en los 
que el Gobierno federal, en ejercicio de la cláusula constitucional del progreso, establece 
exenciones impositivas sobre tributos de naturaleza local. Ello es lo que acontece con las 
tasas o derechos por el uso del espacio público cuyo uso gratuito ha sido establecido para 
la prestación de diversos servicios públicos.

Es importante destacar que, en atención al instrumento jurídico en que estas exen-
ciones han sido consagradas la Corte las ha convalidado o declarado inconstitucionales. 
En este sentido, en la causa «Telefónica de Argentina c/Municipalidad de General Pi-
co» , resuelta el 27 de febrero de 1997, se desconoció la constitucionalidad de los tribu-
tos municipales que gravaban el uso del espacio público aéreo porque se entendió que 
se oponían a lo dispuesto en el art. 39 de la ley de telefonía que declara exento de todo 
gravamen el uso del suelo, subsuelo y espacio aéreo del dominio público nacional, pro-
vincial o municipal. Sin embargo, distinta fue la respuesta en un caso en que la exención 
no fue prevista por el legislador, sino en un contrato aprobado por un decreto del Poder 
Ejecutivo, pues en tal hipótesis se ha declarado la inconstitucionalidad de la exención 
por vulnerar el principio constitucional de legalidad tributaria. Así lo ha resuelto el 12 
de agosto de 2003 en la causa «Gas Natural Ban S.A. c/Municipalidad de Campana s/
acción meramente declarativa»87.

Por su parte, por tratarse se tributos que pertenecen a la esfera de las facultades no 
delegadas a la Nación y que su ejercicio no torna imposible la adecuada prestación del 
servicio, en forma invariable la Corte ha declarado la constitucionalidad de las tasas 
municipales de seguridad e higiene sobre servicios de jurisdicción federal. En esta línea 
se inscriben los fallos dictados en los pleitos «Telefónica de Argentina c/Municipalidad 
de Chascomús»88, fallada del 18 de abril de 1997, «Edenor c/Municipalidad de General 

87

88
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Rodríguez»89, resuelta el 5 de octubre de 1999 y «Operadora de Estaciones de Servicio 
c/Municipalidad de Avellaneda»90, sentenciada el 28 de abril de 1998.

En materia de control de servicios públicos interjurisdiccionales, la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, concorde con el criterio sentado en «Telefónica de Argentina 
c/Provincia de Río Negro»91

de suma importancia en los que se delimita con claridad los poderes regulatorios de la 
Nación y de las Provincias. En el primero de ellos se declaró inconstitucional la norma-
tiva local de defensa del consumidor, que disponía la competencia de la Dirección de 
Fiscalización y Control de la Provincia de Mendoza para entender en una denuncia por 
publicidad engañosa relativa a la prestación del servicio telefónico, por considerar que 
se producía un indebido avance sobre las facultades del gobierno nacional (arts. 75 incs. 

se introducía en la regulación y control de aspectos referidos a la organización y funcio-
namiento del servicio telefónico, de atribución exclusiva del Gobierno federal, así como 
en la competencia asignada a la Comisión Nacional de Comunicaciones para controlar 
la prestación de esos servicios. Como en otras ocasiones, el alto tribunal expresó que el 
poder de policía local no se extiende a los aspectos regulatorios de competencia de la 

92.

cuanto prevé la obligación de la licenciataria de adoptar las medidas técnicas y adminis-
trativas tendientes a la emisión de facturas con discriminación de las llamadas realizadas, 
a solicitud y sin gasto para el usuario, constituye un indebido avance de la Provincia 

-
ción Nacional), toda vez que se introduce en la regulación de aspectos relativos al funcio-
namiento y organización del servicio telefónico de competencia exclusiva del Gobierno 
Federal, así como también en las facultades atribuidas a los organismos nacionales para 
autorizar las tarifas y en los modos de facturar tales servicios93.

establecer un criterio de armonización de las facultades federales y las locales debe tener-
se en consideración que, si bien, en virtud del diseño del sistema federal argentino, cabe 
reconocer la preexistencia de las provincias y la reserva de todos los poderes que estas no 
hubiesen expresamente delegado en el gobierno central, los poderes locales no pueden 
enervar el ejercicio razonable de los poderes delegados al gobierno federal, so pena de 

89 Fallos: 322:2331.
90

91 Fallos: 321:1074.
92 Fallos: 327:5781.
93
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-
mente se encuentran engarzadas y del cual participan todas las provincias94.

94
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